
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Sentencia  – 1ª instancia – 19 de diciembre de 2017

Proceso:    

Acción de Tutela – Petición – Hecho superado
Radicación Nro. :

66001-22-13-000-2017-01311-00

Accionante: 

Javier Elías Arias Idárraga

Accionado:

Asociación de Usuarios EPSS Salud Total Capítulo Área Metropolitana Pereira, contra el Ministerio del Interior, a la que fueron vinculados la Secretaría de Salud Departamental Risaralda; la Dirección para la Democracia, la Participación Ciudadana y la Acción Comunal, y Sergio Eliécer León Ospina, funcionario de la Dirección de Prestación de Servicios de la Gobernación de Risaralda.

Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas: 


PETICIÓN / HECHOS SUPERADO -. De la exposición presentada por el demandante sobre la necesidad de obtener respuesta acerca de la información requerida, pudiera decirse que la omisión de la Secretaría de Salud Departamental, vulneraba tal derecho, porque hasta cuando se presentó la demanda no había evidencia de ella, si bien, al momento de descorrer el traslado de la tutela se indicó que se había producido en el mes de agosto del presente año, mas fue remitida a un lugar diferente al lugar denunciado en el derecho de petición para recibirla (f. 15, 16 y 3), al punto que la empresa de correo dejó como constancia “Cliente no conocido” (f. 16). 

Sin embargo, con posterioridad, se materializó la misma, tal como señalan el escrito de folio 43 y la constancia de folio 44 vuelto.

De manera que la cuestión se ubica en el plano de la carencia actual de objeto, pues se cristalizó el interés buscado con esta gestión excepcional que no iba más allá de que se emitiera una respuesta en torno a la solicitud de información requerida por la asociación solicitante.

Se negará la petición de amparo frente al Ministerio del Interior y la dependencia delegada para la respuesta del caso, vinculada al asunto de oficio, por cuanto ya habían cumplido lo de su cargo.
  



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

         SALA DE DECISIÓN CIVIL- FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo  

Pereira, diciembre diecinueve de dos mil diecisiete
Expediente 66001-22-13-000-2017-01311-00
Acta No. 670 de diciembre 19 de 2017
Procede la Sala a decidir la acción de tutela propuesta por Juan Antonio Santa Cortés, como representante legal de la Asociación de Usuarios EPSS Salud Total Capítulo Área Metropolitana Pereira, contra el Ministerio del Interior, a la que fueron vinculados la Secretaría de Salud Departamental Risaralda; la Dirección para la Democracia, la Participación Ciudadana y la Acción Comunal, y Sergio Eliécer León Ospina, funcionario de la Dirección de Prestación de Servicios de la Gobernación de Risaralda.
  



ANTECEDENTES
  



En su propio nombre, Juan Antonio Santa Cortés, como representante legal de la Asociación de Usuarios EPSS Salud Total Capítulo Área Metropolitana Pereira, acudió en procura de la protección de los derechos fundamentales “de petición y a la participación ciudadana” que estima conculcados por el Ministerio del Interior.

  



Explica, en  síntesis, que el pasado 6 de julio, por intermedio de la página web de la referida Cartera, se radicó una solicitud de información que hasta la fecha no ha sido resuelta; el 25 de julio se indicó que de la misma se dio traslado a la Secretaría de Salud por competencia, pero tampoco se ha dado contestación alguna.
 



Pidió, por tanto, la protección de los derechos invocados.
 



Con la demanda, entre otros anexos, se aportaron las copias de la solicitud y de la respuesta brindada por el Ministerio.
Se dispuso dar trámite a la acción con la vinculación del director para la Democracia, la Participación Ciudadana y la Acción Comunal, y de la Secretaría de Salud, y se concedió un término de traslado de 2 días, a la vez que se decretaron pruebas.
 



La Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, dio cuenta de una carencia actual de objeto, como quiera que ya se remitió al solicitante la respuesta pertinente.
 



El director para la Democracia, la Participación Ciudadana y la Acción Comunal del Ministerio del Interior, aludió a la inexistencia de amenaza o vulneración de un derecho fundamental, como quiera que, por competencia, desde el 25 de julio de 2017, se trasladó la solicitud a la Secretaría de Salud Departamental, lo que, por demás, configura una falta de legitimación en la causa por pasiva.
 


 
Enseguida, se dispuso citar a Sergio Eliécer León Ospina, funcionario de la Dirección de Prestación de Servicios de Salud de la Gobernación de Risaralda, quien intervino en la respuesta que se le brindó a la parte actora.

  



Luego, dicha entidad territorial remitió una nueva copia del documento  que, se dice, entregó finalmente a la parte interesada (f. 43). También se dejó constancia acerca de lo relacionado con ese hecho (f.44 v.).
 



CONSIDERACIONES
Preliminarmente se insiste en que esta Sala, aun cuando la competencia para conocer de las acciones de tutela en primera instancia varió desde la promulgación del Decreto1983 de 2017, admitió el trámite de la misma, en virtud de lo reglado expresamente por parágrafo 2 del artículo 1° que expresa que las reglas de reparto contenidas en el mismo, no pueden dar lugar a que el juez rechace una acción de tutela por falta de competencia, esto, sin perjuicio de los casos señalados en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conforme está consignado en el parágrafo 1°. 

Ahora bien, desde 1991 impera en nuestro sistema jurídico la acción de tutela como un mecanismo constitucional que, de acuerdo con el artículo 86 de la Carta, le permite a toda persona acudir a un juez para conseguir la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo amenazados o vulnerados por una autoridad, y en algunos casos por particulares. 

En este caso, se dice comprometido el derecho de petición, que se garantiza con la posibilidad de presentar solicitudes escritas o verbales para los fines que cada persona estime conducentes, con la obligación correlativa del requerido de ofrecer una respuesta clara, congruente, de fondo y oportuna; esto es, una respuesta que carezca de contenido abstracto o evasivo, solucione dentro de los límites de lo posible la situación o inquietud del peticionario, respete los límites temporales que la ley ha fijado para emitir un pronunciamiento y, por último, se le ponga en conocimiento al solicitante, pues de lo contrario ningún efecto produciría, al margen del sentido de la respuesta, esto es, que sea favorable o desfavorable
.
De la exposición presentada por el demandante sobre la necesidad de obtener respuesta acerca de la información requerida, pudiera decirse que la omisión de la Secretaría de Salud Departamental, vulneraba tal derecho, porque hasta cuando se presentó la demanda no había evidencia de ella, si bien, al momento de descorrer el traslado de la tutela se indicó que se había producido en el mes de agosto del presente año, mas fue remitida a un lugar diferente al lugar denunciado en el derecho de petición para recibirla (f. 15, 16 y 3), al punto que la empresa de correo dejó como constancia “Cliente no conocido” (f. 16). 
Sin embargo, con posterioridad, se materializó la misma, tal como señalan el escrito de folio 43 y la constancia de folio 44 vuelto.

De manera que la cuestión se ubica en el plano de la carencia actual de objeto, pues se cristalizó el interés buscado con esta gestión excepcional que no iba más allá de que se emitiera una respuesta en torno a la solicitud de información requerida por la asociación solicitante.
Se negará la petición de amparo frente al Ministerio del Interior y la dependencia delegada para la respuesta del caso, vinculada al asunto de oficio, por cuanto ya habían cumplido lo de su cargo. 
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley declara la carencia actual de objeto, al superarse el hecho que originó la promoción de esta acción de tutela invocada por Juan Antonio Santa Cortés, como representante legal de la Asociación de Usuarios EPSS Salud Total Capítulo Área Metropolitana Pereira, en relación con la Secretaría de Salud Departamental Risaralda y Sergio Eliécer León Ospina, funcionario de la Dirección de Prestación de Servicios de la Gobernación.

Se niega en lo atañedero al Ministerio del Interior y la Dirección para la Democracia, la Participación Ciudadana y la Acción Comunal de la misma Cartera.
Notifíquese a las partes por el medio más expedito la decisión aquí tomada.
Si no es impugnada, oportunamente remítase la actuación a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso archívese el expediente. 
Los Magistrados,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                 DUBERNEY GRISALES HERRERA  
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